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Resumen 
El bienestar de las personas privadas de la libertad depende en gran medida del 
correcto funcionamiento del servicio suministro de alimentos, actividad para la cual 
actualmente el Estado contrata a empresas particulares.  
Este artículo analiza en dos grupos los riesgos de corrupción asociados al suministro 
de alimentos a nivel carcelario (infracción del principio de responsabilidad y deber de 
selección objetiva en la contratación pública, por un lado, y colusión, por el otro) en 
tanto tienen que ver directamente con el goce derechos fundamentales de personas 
privadas de la libertad. Así mismo, el artículo analiza el comportamiento de la 
administración frente a tales riesgos.  
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The incarcerated people’s wellbeing depends importantly on the correct operation of 
the food supply service. For this activity, the State currently contracts private 
companies.  
This article analyzes two types of corruption risks associated with the food supply 
service at the penitentiary level (infractions to the principles of accountability and 
objective selection on the one side and, collusion, on the other) since they have to do 
directly with the fulfilment of fundamental rights of inmates. 
Additionally, the article analyzes administration behavior before those risks.  
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Cuando se piensa en corrupción dentro del ámbito penitenciario y carcelario, la 
primera idea que viene a la mente es la de los casos de sobornos a guardias por parte 
de reclusos. Estos sobornos tienen como objetivo la obtención de bienes ilícitos o 
prohibidos (narcóticos, alcohol, armas, celulares, etc.) y bienes o servicios lícitos que 
por su escasa disponibilidad intra muros se vuelven traficables (cigarrillos, comida, 
turno en atención médica, etc.).  Tales casos representan una especie de corrupción 
en la cual participan por un lado, los reclusos, y por otro, quienes están encargados 
de su custodia, esto es, la guardia.  
No obstante, dentro del sistema carcelario existen otras prácticas corruptas que 
ocurren a un nivel del que no son participes ni la guardia ni los reclusos. Se trata de 
prácticas que tienen lugar en más altas esferas y, así mismo, tienen menor visibilidad. 
En este artículo se analizarán dos de estas prácticas en cuanto toca a la alimentación 
de las personas privadas de la libertad. Concretamente, se trata de hallazgos en 
materia de contratación indebida y prácticas restrictivas de la competencia ejercidas 
por los potenciales contratistas.  
El propósito de este artículo es visibilizar este problema desde una óptica de derechos 
humanos, toda vez que las prácticas irregulares que se tratarán afectan no solo a la 
administración pública y el acceso de los oferentes al mercado en condiciones justas, 
sino también los derechos fundamentales a la salud, integridad personal y 
alimentación de quienes dependen del correcto funcionamiento del servicio de 
suministro. 
Los objetivos de este trabajo son clarificar sobre quién recae la responsabilidad de la 
alimentación de las personas privadas de la libertad y en qué consiste; analizar las 
prácticas colusorias entre proponentes, el incumplimiento del principio de 
responsabilidad y del deber de selección objetiva por parte de la administración y las 
consecuencias que estas irregularidades tienen en el derecho a la salud de las 
personas privadas de la libertad. Por último, este artículo se propone hacer una crítica 
a la evaluación de estos riesgos de corrupción partiendo de la Guía que a este 
respecto ha publicado el Departamento Administrativo de la Función Pública. 
La información utilizada para la escritura de este artículo fue obtenida a partir de 
fuentes secundarias (informes, estudios académicos, mapas de riesgos, guías, 
artículos) y la normatividad y jurisprudencia pertinente.    
 
2. Aclaraciones previas 
 
a) De acuerdo al Departamento Nacional de Planeación en su documento CONPES 
167 de 2013 la corrupción es “el uso del poder para desviar la gestión de lo público 
hacia el beneficio privado”.  Con todo, dada la ambigüedad que puede entrañar  esa 
noción, dentro de esta investigación y siguiendo los parámetros del Departamento 
Administrativo de la Función Pública, también se juzgará una conducta u actuación 
como “corrupta” cuando esté descrita por el Código Penal como un delito en contra de 
la administración pública, cuando se trate de una de las prohibiciones o faltas 
gravísimas consagradas en el Código Disciplinario o cuando de ellas se derive un 
detrimento patrimonial por el mal manejo de recursos públicos.  
b) Cuando el artículo habla de personas privadas de la libertad, se refiere a personas 
condenadas y detenidas preventivamente en centros carcelarios, Unidades de 
Reacción Inmediata -URI y estaciones de policía.  
 
 
3. Alimentación de las personas privadas de la libertad 
La alimentación de las personas que se encuentran privadas de la libertad está a cargo 
del Estado a través de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC, 
a quien legalmente se ha asignado este cometido2. Esta obligación se deriva de la 
relación especial de sujeción a la que están sometidos quienes tienen restringida su 
libertad, pues se encuentran imposibilitados para procurarse por sí mismos su diario 
sustento. Esta labor puede ser llevada a cabo directamente o contratando para ello a 
particulares3. En la actualidad, la USPEC contrata empresas privadas después del 
respectivo proceso de licitación pública y tiene el deber de hacer seguimiento al 
cumplimiento del contrato.  
La Corte Constitucional ha referido claramente que el hecho de que la administración 
contrate con particulares el suministro de alimentos no la exonera de su 
responsabilidad para con los reclusos. Quiere decir esto que el incumplimiento 
contractual  del particular en el correcto  suministro de alimentos también genera la 
responsabilidad de la administración, pues aunque esta “haya contratado con una 
empresa  particular la provisión de los alimentos y de los utensilios para comer, no lo 
                                                          
2 Código Penitenciario y Carcelario. Artículo 67 de la ley 65 de 1993, modificado por la ley 1709 de 
2014.  
3 Código Penitenciario y Carcelario. Artículo 68 de la ley 65 de 1993, modificado por la ley 1709 de 
2014.  
releva de su deber de velar por el cumplimiento de las obligaciones que recaen en el 
contratista, e incluso de brindar directamente este servicio en el caso de que el 
contratista incumpla definitivamente sus obligaciones.”4 
Significa lo anterior que, en últimas, el responsable de la alimentación de los reclusos 
es el Estado a través de la USPEC, a pesar de que se haya contratado este servicio 
con un particular, caso en el cual le incumbe vigilar el desarrollo del contrato e incluso 
hacerse cargo directamente.  
De acuerdo a los preceptos legales nacionales y a la normativa internacional5, los 
alimentos que se entregan a las personas privadas de la libertad deben ser suficientes 
e idóneos para su adecuada nutrición y el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas.  
La Corte Constitucional ha indicado en repetidas ocasiones que la cantidad 
suministrada debe ser suficiente toda vez que la privación de alimentos y el hambre 
constituye un trato cruel, inhumano y degradante y atenta contra los derechos a la 
vida, la dignidad, la salud y la integridad personal de los reclusos.6  
Por último, los alimentos que consumen los reclusos deben cumplir ciertos estándares 
de calidad, se deben manipular de manera higiénica y servirse decentemente a las 
horas acostumbradas en la sociedad.   Deben ser así mismo adecuados a su edad, 
estado físico, religión y cultura. 7 
En este sentido, la USPEC establece los lineamientos para el cumplimiento de las 
Buenas Prácticas de Manufactura -BPM en el servicio de alimentación de las personas 
privadas de la libertad dentro de un documento interno que contiene el Manual de 
Manipulación de Alimentos y el procedimiento a seguir en caso de que se requiera 
atención como consecuencia de una enfermedad de transmisión por alimentos -ETA. 
Dentro de este manual se definen las medidas a ser tomadas para que la alimentación 
                                                          
4 Corte Constitucional. Sentencia T-693-07. MP. Manuel José Cepeda Espinosa. 
5 Ley 65 de 1993. Código Penitenciario y Carcelario; Reglas Penitenciarias Europeas y Reglas 
Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos. 
6 Corte Constitucional. Sentencia T-151-16. MP. Alberto Rojas Ríos. En el mismo sentido, sentencias 
T-718-99, T-535 de 1998, T-714-96, T-208 de 1999. 
7 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos. Regla n. 20. 
sea recibida bajo condiciones óptimas de oportunidad, calidad nutricional e inocuidad 
de acuerdo a las directrices de la Ley 9 de 19798. 
 
4. Incumplimiento del principio de responsabilidad contractual y el deber de 
selección objetiva 
 
Los principios de la contratación estatal son aquellos por los que se debe regir la 
administración con el propósito de que las erogaciones que haga en desarrollo de los 
contratos respeten el interés público.9 El principio de responsabilidad supone que los 
servidores públicos deben buscar el cumplimiento del contrato y vigilar su correcta 
ejecución así como proteger los derechos de la entidad y de los terceros que puedan 
resultar afectados por el contrato.10 Para el caso del contrato de suministro de 
alimentos, estos terceros son las personas privadas de la libertad.  
En cuanto al deber de selección objetiva, hace parte del principio de transparencia 
que debe existir en toda contratación. Comprende la escogencia del ofrecimiento más 
favorable a la entidad teniendo en cuenta factores como la experiencia, la 
organización, el precio y, muy importante para efectos de este trabajo, el 
cumplimiento.11  El criterio de ‘cumplimiento’, si bien hace primariamente referencia a  
que las propuestas satisfagan las exigencias de los pliegos de condiciones, en virtud 
del deber que tiene la administración de velar por la primacía del interés general sobre 
el privado, ‘cumplimiento’ también puede ser entendido como la correcta satisfacción 
de obligaciones en contratos estatales anteriores por parte del particular. 
Recientemente la Contraloría General de la República realizó una auditoría a la 
USPEC12 en la que encontró múltiples hallazgos, varios de los cuales estaban 
relacionados con el suministro de alimentos en los establecimientos carcelarios.  
                                                          
8 Sobre medidas sanitarias.  
9 Constitución Política de 1991. Artículo 209. 
10 Estatuto de la contratación estatal. Artículo 26 Ley 80 de 1993.  
11  Ibid., art. 29  
12 Contraloría General de la República.  Auditoría CGR –CDDJS- N.012 para la vigencia 2015. Julio 
de 2016. 
En este artículo solo nos ocuparemos de los hallazgos relacionados con el 
cumplimiento de las obligaciones de los adjudicatarios del contrato de suministro de 
alimentos y no de otras etapas del contrato. Los hallazgos están relacionados con la 
falta de vigilancia por parte de la administración en el desarrollo del contrato, por un 
lado, y por el otro, con la repetida adjudicación de contratos a particulares que no eran 
elegibles por haber incumplido en anteriores ocasiones sus obligaciones 
contractuales.  
De la revisión de los contratos13 de suministro de alimentos que la USPEC realiza con 
los particulares, se puede observar que algunas de las obligaciones que los 
contratistas se comprometen a cumplir son:  
 Cumplir con el servicio de alimentación por ración con oportunidad y calidad. 
 
 Prestar el servicio de alimentación externamente a los reclusos que requieran 
movilizarse (por ejemplo, por cita judicial). 
 
 Cumplir con las dietas terapéuticas que se requieran.  
 
 Cumplir con las normas de manipulación de alimentos.  
 
 Suministrar utensilios básicos para el consumo de los alimentos.  
 
 Al recibo, hacer el mantenimiento correctivo menor que corresponda y el 
mantenimiento preventivo que se requiera en las instalaciones del plantel que 
se destinen a la producción de los alimentos.  
 
                                                          
13 Contrato de suministro N. 377 del 23 de Diciembre de 2015 entre la USPEC y la Unión temporal 
Servialimentar 2015 para el suministro del servicio de alimentación por el sistema de ración a los 
internos de las cárceles EPAMSCAS- ERE –JP Bogotá Picota, EPMS Leticia y EPC La Mesa y 
Estaciones de Policía Bogotá La Picota. Otros contratos con diferentes particulares y destinados al 
suministro de alimentos en otros establecimientos del país tienen clausulas idénticas o similares al 
anteriormente reseñado. Ver por ejemplo el Contrato 365 entre USPEC y Unión temporal Capitaliños 
USPEC, el Contrato 362 entre USPEC y Consorcio Catalimentos 2016 o el Contrato 361 entre 
USPEC y Estrada Navarro SAS, todos con fecha 23 de Diciembre de 2015. 
 Entregar las instalaciones en buen estado y limpias salvo los deterioros 
normales debido al uso. 
 
Los hallazgos N.35 y N. 36 de la auditoría citada describen varias irregularidades en 
el cumplimiento de los contratos 340, 346, 347, 355, 361 y 362 de 2015 entre la 
USPEC y los particulares Estrada Navarro SAS, Consorcio Servialimentar 2016 y 
Catalimentos 2016. Los contratos fueron llevados a cabo en municipios como Barne, 
Combita, Cúcuta, y Acacías.  
Las irregularidades encontradas se refieren a la falta de cumplimiento de las normas 
de preparación de alimentos, las malas condiciones de la infraestructura de la cocina 
y otras instalaciones útiles debido a comportamientos del contratista y el 
incumplimiento de sus obligaciones de mantenimiento.  
Así mismo, la Contraloría reporta la presencia de roedores, suciedad, manejo 
inadecuado de los alimentos que necesitan refrigeración y falta de certificación médica 
de manipuladores de alimentos. Además, esa entidad pudo observar que los 
alimentos no llegaban al usuario con una temperatura adecuada y que el camión para 
el transporte de los alimentos no cumplía con las normas de asepsia. El informe refiere 
también total desaseo, y la presencia de insectos y moscas.   
Además de lo anterior, se informa el incumplimiento del contrato por falta de 
laboratorios microbiológicos y normas de sanidad, la insuficiencia de la iluminación, 
carros repartidores en mal estado, neveras oxidadas y obsoletas y condiciones 
inadecuadas de los instrumentos que se utilizan en la cocción. Se pudo evidenciar que 
no había suficientes fiambreras y que los internos debían comer rápido y pasar la 
fiambrera a otros.   
Aunque las anteriores irregularidades constituyen incumplimiento de las obligaciones 
del contratista y suponen un impacto negativo en las condiciones de vida de las 
personas destinatarias de los alimentos, la USPEC no inició acciones al respecto.14 
                                                          
14 Por lo menos hasta la fecha del informe de auditoría de la Contraloría citado.  
Esto compromete no solo a los contratistas sino también a la administración en cuanto 
al principio de responsabilidad15 en la contratación se refiere, pues se trata de omisión 
de la vigilancia de la correcta ejecución del objeto contratado y de su calidad.  
Por otra parte, el hallazgo 33 describe una situación que se puede catalogar como aún 
más grave. Se trata de la adjudicación que se hizo a una compañía sin tener en cuenta 
que previamente se había declarado en su contra un incumplimiento contractual. La 
compañía se abstuvo de informar a la administración en la correspondiente carta de 
presentación sobre la sanción que había recibido. No obstante, la USPEC tuvo 
conocimiento de dicha sanción (que constituía causal de rechazo) e hizo caso omiso 
de ello pretextando que la sanción no se hallaba inscrita en el Registro Único de 
Proponentes –RUP, y le adjudicó el contrato. Semejante comportamiento constituye 
una falta al principio de selección objetiva16.  
4.1. Impacto en los derechos fundamentales de las personas privadas de la 
libertad 
Las violaciones a los principios de responsabilidad y el deber de selección objetiva en 
los contratos estatales en lo que tiene que ver con el cumplimiento de las obligaciones 
de los contratistas del suministro de alimentos no están contempladas dentro del mapa 
de riesgos de corrupción de la USPEC17, a pesar de que han sido comprobados por 
la Contraloría y de que se presentan frecuentemente, al punto de figurar en múltiples 
hallazgos de esa entidad. Esto sugiere, evidentemente, que la administración no está 
haciendo mucho por solucionar tales problemáticas.  
Sin embargo, más allá de los daños a la administración y al erario público que puedan 
causar estas dos conductas, vale la pena evaluar el asunto desde una perspectiva de 
derechos humanos. La tolerancia al incumplimiento contractual en el suministro de 
alimentos a las personas privadas de la libertad y su reiterada adjudicación a quien ha 
fallado representa un grave comportamiento por parte de la administración si se tiene 
                                                          
15 Además, esta violación encajaría en una de las prohibiciones contempladas por el Código 
Disciplinario Ley 734 de 2002. Art. 35 N.1.   
16 Esta conducta constituiría incluso el delito de contrato sin cumplimiento de requisitos legales 
(Artículo 410 del Código Penal) en contra de la administración pública. Además, se trata de una falta 
gravísima de acuerdo al Código Disciplinario (Ley 734 de 2002 N. 31 art. 48). 
17 Recuperado de la página de la USPEC http://uspec.gov.co 
en cuenta que haber incumplido un anterior contrato pudo haber supuesto la violación 
de derechos fundamentales y que una nueva adjudicación es tanto como demostrar 
indiferencia ante dicha situación y propiciar nuevas violaciones.  
De acuerdo con Bejarano R., Celedón D., y Socha G., el 35% de las enfermedades 
de transmisión por alimentos -ETA a nivel carcelario tienen origen en el servicio de 
alimentos18.  
El incumplimiento de los estándares de calidad en el suministro de alimentos ya había 
sido documentado por la Contraloría de informes de auditoría previos al citado en este 
artículo19.  
Se encontró que en muchos casos los contratistas incumplen la normatividad en 
cuanto a la preparación, traslado y distribución de los alimentos20, todo lo cual denota 
falta de supervisión por parte de la USPEC. Observa la entidad que exámenes 
microbiológicos realizados por laboratorios certificados contratados por las mismas 
compañías de suministro de alimentos registran valores por encima de lo establecido 
en varias de las muestras de diferentes centros carcelarios21. Las explicaciones 
posibles de estas fallas según la Contraloría son que el producto llega contaminado 
desde su origen, los recipientes y utensilios están contaminados, no se toman las 
medidas sanitarias en el proceso de preparación de alimentos y que el medio ambiente 
donde se preparan los alimentos se encuentra contaminado.  
Finalmente, abundantes medios de comunicación nacionales han reportado las 
deficientes condiciones de calidad de la alimentación intramuros, así como múltiples 
brotes de enfermedad en establecimientos carcelarios asociados al suministro de 
                                                          
18 BEJARANO R. et al. Alimentación penitenciaria: entre higiene y derechos: Bogotá: Revista de la 
Facultad de Medicina, 2015 p.532. 
19 Contraloría General de la República.  Auditoría CGR –CDDJS- N.013 para la vigencia 2014. Julio 
de 2015. 
20 El traslado de los alimentos se hace en algunos planteles por caminos de tierra, lo que incrementa el 
riesgo de accidentes y contaminación. Por otra parte, cuando se hace la entrega de los alimentos estos 
ya no tienen la temperatura suficiente para conservarse libres de contaminación de acuerdo con los 
parámetros de la Resolución 2674 de 2013. Hay fallas así mismo en el suministro de dietas terapéuticas 
para reclusos enfermos.  
21 Los exámenes microbiológicos de las muestras fueron parámetro de coliformes totales (NMP) y 
parámetro de organismos mesofílicos (UFC). 
alimentos.22 Así mismo, el Equipo Jurídico Pueblos ha documentado las denuncias 
que múltiples personas privadas de la libertad en diferentes establecimientos 
carcelarios hacen con referencia a la calidad (Palogordo, Picota, Jamundi y 
Cómbita)23, el gramaje (Valledupar, Cómbita, Picota y Cúcuta)24 y las especificaciones 
del menaje en que se sirven los alimentos.25 
                                                          
22 * El Tiempo, en noticia del 14 de agosto de 2016, reportó varios de los hallazgos encontrados por la 
Contraloría en el informe de auditoría referido. Adicionalmente, refiere del cerramiento de la cocina del 
penal del Barne por orden de la Secretaría de Salud debido a una intoxicación masiva. 
* En mayo 18 de 2016, la cadena RCN radio reportó que internos de la Cárcel de Cómbita denunciaron 
malos manejos en la entrega de la alimentación del centro penitenciario. 
* En febrero de 2012 el Heraldo reportó la intoxicación masiva por consumo de alimentos de al menos 
245 personas en la cárcel de la Vega.  
* El Colombiano informa con fecha de 1 de febrero de 2017, que 51 personas privadas de la libertad 
sufrieron una intoxicación masiva por causa, al parecer, de unas salchichas vencidas en la Cárcel el 
Pedregal de Medellín, la misma noticia fue reportada por el Tiempo el 20 de diciembre de 2016.  
* El 15 de diciembre de 2015 el Espectador reportó la intoxicación de 60 personas en la Cárcel la Picota 
que recibieron comida en mal estado. Esta misma noticia fue informada por Europa Press el 3 de 
diciembre de 2015.   
* El diario El Universal reportó el 2 de abril de 2013 la intoxicación de 62 internas de la cárcel de San 
Diego en Cartagena por la ingestión de una carne desmechada en mal estado.  
* Similar situación reportó la Wradio respecto de 6 pabellones de la cárcel de San Isidro, en Popayán, 
por causa de un arroz con pollo. 
23 Los presos políticos de Palogordo en ponencia sobre “Trabas y zancadillas al deshacinamiento 
carcelario" presentada al Congreso de la República el 18 de mayo de 2017 denuncian que una parte 
de los alimentos que se les suministran se encuentran en estado de descomposición o crudos, por lo 
cual deben abstenerse de consumirlos para evitar problemas de salud. Así mismo, las presas políticas 
del complejo penitenciario de Jamundí iniciaron una jornada de protesta exigiendo el derecho a la 
alimentación digna el 28 de febrero de 2017. Algunas de estas manifestaciones se referían al 
racionamiento del agua y a las faltas en cuanto a calidad, cantidad y valor nutricional de las comidas 
que se les ofrecen.  Por otra parte, los presos políticos del pabellón uno del Establecimiento 
Penitenciario de Alta y Mediana Seguridad de Cómbita denunciaron que los días 13 y 14 de diciembre 
de 2016, más de cien compañeros reclusos sufrieron afecciones estomacales debido a las condiciones 
en que se les hace el suministro de alimentos. Reportan la existencia de cucarachas y pelos en la 
comida y que el servicio de hace en bandejas en mal estado y sucias.  
24 Los detenidos de las cárceles EPCAMS Valledupar y Combita realizaron, el 25 de abril y el 27 de 
enero de 2017 respectivamente, huelgas de hambre exigiendo que las raciones de comida se 
restablecieran, pues habían sido disminuidas hasta en un 50%. Por las mismas razones protestaron 
los internos de la Picota el 21 de abril de 2017.  
25 Los internos de los establecimientos relacionados en las últimas dos notas al pie informaron que el 
menaje que le es entregado, no cumple con las especificaciones relacionadas en los contratos suscritos 
entre la USPEC y la empresa privada. Por una parte, no se suministra con la regularidad requerida, y 
por otro, se trata de un solo recipiente con varios compartimentos, que por supuesto no tiene la 
suficiente capacidad para contener las raciones de alimentos completa. Además, debido a la tardanza 
en la entrega del menaje, éste se deteriora, dificultando las condiciones de higiene necesarias para su 
uso.  
Aunque el particular del que se trate quede incurso en medidas sancionatorias, la 
mayor parte de la responsabilidad de los daños que puedan ocasionarse en la salud 
o integridad personal de los reclusos queda en cabeza de la administración, toda vez 
que pasa por alto sus obligaciones de vigilancia en el desarrollo del contrato y, en 
seguida, descuida la diligencia que debe desplegar en la elección de un contratista 
para un nuevo periodo de tiempo, todo lo cual desemboca en la exacerbación de la 
situación de marginalidad de las personas privadas de la libertad.  
 
5. Colusión  
La colusión o acuerdo restrictivo de la competencia dentro del proceso contractual26 
es otro de los fenómenos de corrupción que se presenta alrededor del servicio de 
suministro de alimentos de las personas privadas de la libertad. Además de haber sido 
documentado el caso en un estudio llevado a cabo por la Universidad Nacional sobre 
transparencia institucional27, en el año 2011 la Superintendencia de Industria y 
Comercio28 sancionó a tres contratistas de suministro de alimentos de diversos 
establecimientos carcelarios del país29 pues comprobó que se habían concertado para 
restringir la competencia en un proceso licitatorio adelantado por el Instituto Nacional 
Penitenciario –INPEC.30   
Fueron múltiples los comportamientos que sirvieron a la Superintendencia para 
determinar que se había tratado de un acuerdo colusorio consistente en el reparto 
geográfico de los establecimientos carcelarios en los cuales prestaría el servicio de 
suministro de alimentos cada uno de los tres proponentes.  
                                                          
26  Decreto 2153 de 1992. Artículo 47 n. 9. 
27 LÓPEZ  J. et al. Hacia La Construcción De Mapas De Riesgo Sectoriales: Cuarto informe de 
actividades. Universidad Nacional de Colombia, 2014. 
28 Mediante la Ley 1340 de 2009 se le concedió a la SIC la competencia privativa de las 
investigaciones administrativas, la imposición de multas, así como la adopción de las demás 
decisiones administrativas que deban tomarse por infracción a las disposiciones sobre protección de 
la competencia. 
29 Superintendencia de Industria y Comercio. Resolución 40901 del 28 de junio de 2012.  
30 El Decreto 4150 de 2011 creó la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC y le 
asignó la operación y suministro de los bienes y prestación de servicios requeridos a nivel carcelario.  
El caso referido por este artículo ocurrió algún tiempo antes de esta reforma, por lo cual la 
alimentación no estaba entonces a cargo de la USPEC sino del INPEC.  
En primer lugar, hicieron una estrategia en la determinación del precio ofrecido de 
modo que dos de las ofertas tenían un precio muy bajo –e idéntico- y la tercera oferta 
tenía un precio más alto, lo que favorecía la selección del último de los proponentes 
por distorsión de la media aritmética.  En este proceso de selección, a diferencia de 
procesos anteriores, el INPEC no determinó el precio de las raciones sino que cada 
proponente debía ofrecer un precio por ración que fuera competitivo y que no 
excediera el presupuesto que para ello se destinara. 
En segundo lugar, el pliego de condiciones establecía la necesidad de que los 
proponentes hicieran visitas técnicas a los establecimientos de cuya alimentación 
aspiraban a hacerse cargo. Sin embargo, a diferencia de procesos anteriores, no se 
establecía como requisito de elegibilidad hacer esta visita a todos los 
establecimientos. En otras palabras, omitir las visitas a uno o más cárceles no 
constituiría más una causal del rechazo de la propuesta. Pues bien, en la investigación 
llevada a cabo por la Superintendencia se pudo establecer que cada uno de los tres 
proponentes sancionados realizó visitas a diferentes establecimientos, que además 
resultaron ser los mismos que les fueron adjudicados posteriormente y aquellos 
respecto de los cuales eran contratistas en años pasados. Los establecimientos que 
no les interesaban no fueron por ellos visitados. Esto sumado al primero de los indicios 
da a entender claramente que el propósito de los proponentes era continuar con los 
contratos de los centros carcelarios en los cuales habían sido contratistas antes31.  
Por último, se verificó que las observaciones que los tres proponentes presentaron 
respecto de los pliegos de condiciones eran muy similares o idénticas (redacción, 
sintaxis, ortografía); había coincidencias en las pólizas que garantizaban la seriedad 
de las ofertas y los proponentes tenían relaciones comerciales (antiguas 
constituciones de Uniones Temporales) y sociales (conclusión a la que se llegó 
después de la respectiva inspección judicial en redes sociales).  
De acuerdo a la Superintendencia, los proponentes habían presentado algunas 
propuestas no con el propósito de obtener la adjudicación del contrato sino con la 
                                                          
31 Superintendencia de Industria y Comercio. Resolución 40901 del 28 de junio de 2012. 
intención de favorecer, para cada grupo de establecimientos carcelarios, a un 
determinado proponente que resultaría a la postre adjudicatario.  
Aunque esta forma de operar es ya conocida y han pasado algunos años desde la 
sanción de la Superintendencia, hoy en día la colusión entre proponentes es un 
fenómeno vigente. Dentro del más reciente mapa de riesgos de corrupción de la 
USPEC, la misma entidad estima que el riesgo de colusión tiene un grado de 
probabilidad de 5 puntos (casi seguro) 32 y lo describe en los siguientes términos: 
“parece existir un reparto geográfico entre los oferentes (algunas empresas solamente 
presentan ofertas en cierta parte del territorio colombiano aunque estarían en 
capacidad de presentarse en otra región).”.  De lo anterior se puede inferir con facilidad 
que la colusión de contratistas del servicio de suministro de alimentos en el sistema 
carcelario se sigue presentando. 
 
5.1. Impacto en los derechos fundamentales de las personas privadas de la 
libertad 
Según la USPEC, las consecuencias de que se concrete el riesgo de colusión entre 
proponentes son la exclusión de los oferentes y los mayores costos del valor del 
contrato33. Por su parte, la Universidad Nacional refiere como posibles consecuencias 
la pérdida de validez de las normas estructuradoras de procesos y, coincidiendo con 
la USPEC, la restricción para la participación de nuevos oferentes.34 Por último, la 
Superintendencia de Industria y Comercio refiere como efectos negativos de la 
colusión35 los que se generan frente a otros proponentes (limitación de la 
competencia), frente al Estado (aumento de los costos monetarios y de transacción), 
frente al mercado (reducción de la competencia) y, finalmente, frente a la comunidad 
                                                          
32 De acuerdo a la escala establecida por el Departamento Administrativo de la Función Pública en su 
“Guía para la gestión del riesgo de corrupción”, el grado de probabilidad de los riesgos de corrupción 
se miden por una escala de 1 a 5, donde 1 significa “rara vez” o “excepcional” y 5 significa “casi 
seguro” o “es muy seguro”.  
33 Mapa de riesgos USPEC 2016. Recuperado de la página web de la USPEC http://uspec.gov.co 
34 Mapa de riesgos de corrupción elaborado por U. Nacional en desarrollo del contrato 
interadministrativo 019 de 2013. 
35 Resolución 49901 de 2012, sancionatoria de tres proponentes para el contrato de suministro de 
alimentos en la Licitación pública N. 01 de 2011. 
(pérdida de la eficiencia del mercado y aumento de utilidades injustificadas por parte 
de los participantes).  
Ninguna de las fuentes refiere como consecuencia de la concreción del riesgo de 
colusión de proponentes el impacto que puede tener sobre los derechos 
fundamentales de las personas privadas de la libertad, quienes son, en últimas, las 
destinatarias del servicio de suministro de alimentos.  
Las consecuencias en el normal funcionamiento del mercado y el desmedro 
económico del Estado parecen robarse toda la atención. Sin embargo, derechos 
fundamentales como la alimentación, la integridad personal y la salud se afectan 
indirectamente cuando se adjudican contratos a proponentes que han coludido dentro 
del proceso licitatorio, toda vez que de no existir acuerdo colusorio podrían salir 
elegidas propuestas mejores en términos de cantidad y calidad de la alimentación 
ofrecida. Además, la restricción de la competencia tiene como efecto connatural que 
los participantes del mercado que de ello se benefician hagan menores inversiones 
para mejorar sus productos o servicios ya que saben de antemano que su oferta será 
la ganadora sin necesidad de competir.36  
En ese sentido, se debería dar una mayor connotación al impacto que genera la 
concreción de este riesgo, pues se trata del goce de derechos cuyos titulares son 
personas especialmente vulnerables dada la relación especial de sujeción a la que 
están sometidas. Aunque el riesgo se cataloga como moderado, es decir que “genera 
medianas consecuencias para la entidad”37, se debe considerar que se trata de una 
situación de mucha gravedad porque va más allá de la afectación del interés público 
y vulnera derechos fundamentales concretos. 
La administración debe tomar las medidas necesarias para evitar que se creen 
acuerdos colusorios entre los proponentes, de quienes ya se conoce la forma de 
operar y concertar. Aunque los acuerdos colusorios se dan entre particulares, la 
entidad pública debe desplegar un mayor nivel de diligencia, o, en otras palabras, tiene 
una especial carga de vigilancia en los procesos de contratación y le cabe 
                                                          
36 Departamento Nacional de Planeación. Conpes 167 de 2013. 
37 Departamento Administrativo de la Función Pública. Guía para la Gestión de riesgo de Corrupción, 
2015.  
responsabilidad cuando no consigue que las adjudicaciones se hagan con toda la 
transparencia que deberían.  
 
6. Crítica a la evaluación del riesgo 
 
De los dos grupos de prácticas corruptas alrededor del servicio de alimentación de las 
personas privadas de la libertad que estudiamos en este artículo, solamente la 
colusión está contemplada por la administración como un riesgo de corrupción. La 
violación del principio de responsabilidad de la contratación no aparece en absoluto. 
En lo que se refiere a la violación del principio de selección objetiva, esta solo aparece 
como una consecuencia del riesgo asociado al amaño de los estudios previos para el 
beneficio de determinado proponente, pero no como consecuencia de la adjudicación 
de un contrato sin el cumplimiento de los requisitos legales derivado de un anterior 
incumplimiento, que es lo que en este escrito nos ocupa por vincularse el 
incumplimiento a la violación de derechos fundamentales.  
Por lo que toca a la colusión, la calificación que la administración hace de este riesgo 
en términos de impacto no es lo suficientemente severa, y en esa medida, hace dudar 
de los esfuerzos que se estén poniendo para su control.  
De acuerdo con la Guía para la Gestión del Riesgo de Corrupción38, de la asociación 
de las variables “probabilidad” e “impacto” se obtiene una calificación que ubica al 
riesgo de corrupción en una de cuatro zonas de riesgo (baja, moderada, alta o 
extrema). Dependiendo de la zona de riesgo que se determine para cada caso, las 
recomendaciones de actuación varía en diferentes aspectos, como por ejemplo, la 
prioridad. 
En cuanto a probabilidad, la USPEC asigna al riesgo de colusión entre los proponentes 
un puntaje de cinco, lo cual equivale a una probabilidad “casi segura” e indica que el 
fenómeno se ha presentado más de una vez al año. Respecto al impacto, asigna un 
puntaje de cinco, es decir, que el impacto del riesgo vendría a ser moderado o 
                                                          
38 Departamento Administrativo de la Función Pública, 2015.  
generaría medianas consecuencias para la entidad. Ahora bien, el cruce de estas dos 
variables arroja un resultado de la calificación del riesgo según la cual la Zona de 
riesgo de corrupción es moderada39, para lo cual la recomendación del Departamento 
Administrativo para la Función Pública es llevar el riesgo a la zona de riesgo bajo o 
eliminarlo.  
Sin embargo, si se tienen en cuenta los parámetros de la Guía para la Gestión del 
Riesgo de Corrupción, el puntaje que la administración asigna al impacto del riesgo 
es demasiado bajo. Veamos:  
Para determinar el impacto del riesgo, la respectiva entidad debe responder SÍ o NO 
a 18 preguntas prestablecidas por la Guía, de modo que entre más respuestas 
afirmativas haya, el impacto se cataloga como mayor. A cada pregunta se le asigna 
un punto. Las preguntas son las siguientes:  
 
“Si el riesgo de corrupción se materializa podría... 
 
1.  ¿Afectar al grupo de funcionarios del proceso? 
2.  ¿Afectar el cumplimiento de metas y objetivos de la dependencia? 
3.  ¿Afectar el cumplimiento de misión de la Entidad? 
4.  ¿Afectar el cumplimiento de la misión del sector al que pertenece la Entidad? 
5.  ¿Generar pérdida de confianza de la Entidad, afectando su reputación? 
6.  ¿Generar pérdida de recursos económicos? 
7.  ¿Afectar la generación de los productos o la prestación de servicios? 
8.  ¿Dar lugar al detrimento de calidad de vida de la comunidad por la pérdida 
del bien o servicios o los recursos públicos? 
9.  ¿Generar pérdida de información de la Entidad? 
10.  ¿Generar intervención de los órganos de control, de la Fiscalía, u otro ente? 
11.  ¿Dar lugar a procesos sancionatorios? 
                                                          
39 El cálculo de la Zona de riesgo de corrupción se obtiene de la multiplicación del puntaje asignado a 
la probabilidad del riesgo (de 1 a 5) y el puntaje asignado a su impacto (de 1 a 18). Así, la zona de 
riesgo es baja si el resultado está entre 5 y 10 puntos, moderada si está entre los 15 y los 25 puntos, 
alta entre 30 y 50 y extrema entre 60 y 100 puntos.  
12.  ¿Dar lugar a procesos disciplinarios? 
13.  ¿Dar lugar a procesos fiscales? 
14.  ¿Dar lugar a procesos penales? 
15.  ¿Generar pérdida de credibilidad del sector? 
16.  ¿Ocasionar lesiones físicas o pérdida de vidas humanas? 
17.  ¿Afectar la imagen regional? 
18.  ¿Afectar la imagen nacional?” 
 
La USPEC asigna al impacto del riesgo cinco puntos, es decir, que estima que solo 
cinco de las anteriores preguntas se pueden responder afirmativamente. Sin embargo, 
un análisis superficial de esta evaluación permite concluir que son muchas más las 
preguntas que a propósito de la colusión de proponentes se pueden responder en ese 
sentido.  
En efecto, así sucede respecto de las preguntas 2, 5, 6, 7, 8, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 
16, 17 y 18. 
De responderse así, se tendría que concluir que el impacto del riesgo es “catastrófico”. 
Por lo tanto, la zona de riesgo que resultaría de cruzar las variables ‘probabilidad’ e 
‘impacto’ sería la zona de riesgo extremo40. 
El tratamiento que demandan los riesgos de corrupción de la zona de riesgo extremo 
es prioritario. De acuerdo a la Guía citada “se deben implementar los controles 
orientados a reducir la posibilidad de ocurrencia del riesgo o disminuir el impacto de 
sus efectos y tomar las medidas de protección”. Es decir que la administración debería 
desplegar importantes esfuerzos para contrarrestar este riesgo, lo cual no parece 
suceder, pues si se analizan los mapas de riesgos de corrupción de la USPEC de 
años anteriores, la colusión de proponentes está siempre presente41.  
Podríamos pensar en una ‘normalización’ de las prácticas colusorias en el ámbito 
penitenciario, pues aunque el fenómeno se presenta reiteradamente y la 
                                                          
40 Ibid 
41 Mapas de riesgo USPEC 2013, 2014, 2015 y 2016. Recuperado de la página de la USPEC 
http://uspec.gov.co 
administración lo reconoce, no le concede la importancia que requiere y así, año tras 
año, sigue sucediendo de forma casi institucionalizada sin que tomen medidas 
efectivas para contrarrestarla.  
En cuanto al incumplimiento del contrato por parte del particular y la sucesiva 
infracción de los principios de responsabilidad y el deber de selección objetiva por 
parte de la administración, la situación es aún peor, pues ni siquiera se contempla 
institucionalmente como un problema al que se debe dar solución. Mirada esta 
inmovilidad desde el punto de vista humanitario, significa la normalización e 
indiferencia frente a la violación, aunque sea indirecta, de los derechos humanos de 




 El responsable último de la alimentación de las personas privadas de la libertad 
es el Estado a través de la USPEC. Aunque esta función sea delegada a 
particulares, si estos incumplen se compromete también la responsabilidad del 
Estado. 
 La corrupción en torno al servicio de suministro de alimentos en los 
establecimientos carcelarios es especialmente grave ya que no solo defrauda 
el erario público, sino que además genera la violación de derechos 
fundamentales de población especialmente vulnerable dada su situación de 
privación de la libertad. 
 A pesar de que el riesgo de corrupción relativo a la colusión de proponentes 
está suficientemente investigado por las entidades de control y ha habido 
sanciones, la administración no ha hecho los esfuerzos suficientes para 
eliminarlo, pues aparece inmodificable en los mapas de riesgos de corrupción 
año tras año con el mismo puntaje en términos de probabilidad: “casi seguro”.  
 Una posible razón de la inactividad de la administración frente a la colusión de 
proponentes es la equivocada calificación del impacto del riesgo. De acuerdo a 
la administración, la colusión de proponentes en la contratación carcelaria tiene 
un impacto ‘moderado’, en tanto debería ser calificado como ‘catastrófico’ de 
acuerdo con los instructivos vigentes y teniendo en cuenta las consecuencias 
negativas que puede tener sobre los derechos fundamentales de las personas 
privadas de la libertad. 
 El incumplimiento de las obligaciones de los contratistas de suministro de 
alimentos a nivel carcelario tiene una relación directa con las condiciones de 
vida y los derechos a la alimentación, integridad personal y salud de las 
personas privadas de la libertad.  
 Los deberes de la administración de responsabilidad y selección objetiva en lo 
que se refiere al cumplimiento de las obligaciones de los contratistas no es algo 
que se contemple por ella como un problema de corrupción, por lo cual no hay 
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